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Intervención sobre el Reglamento de Radio y Televisión en Materia Electoral
Es un hecho incontrovertible que la democracia en el mundo de hoy sería impracticable sin el concurso de los medios de comunicación. Vivimos en medio de una revolución continua que no sólo incide en la reproducción del mundo material, sino que condiciona los valores y las reglas de la vida social. 

Las libertades fundamentales clásicas subsisten adaptándose a las exigencias que la modernidad plantea a la convivencia humana, de modo que la democracia halla en los medios de masas la posibilidad para que la ciudadanía se informe como condición para ejercer la voluntad popular.

En México, la construcción de un Sistema Plural de Partidos y el acceso de la política a los medios de comunicación electrónica han ido y van de la mano. 

Desde que los partidos políticos se reconocieron como entidades de interés público en la Constitución Política, entre sus prerrogativas estuvo su derecho a aparecer en radio y televisión. 

Esta prerrogativa se amplió con el paso del tiempo y luego se permitió a partir de 1996, que la presencia de las opciones políticas en los medios electrónicos se diera también a partir de transacciones mercantiles de compra y venta de tiempo en la radio y la televisión. 

Ese intercambio comercial generó al menos 3 tipos de problemas. Uno, una espiral inflacionaria en el costo de las campañas; dos, una necesidad extendida entre los actores políticos para disponer de ingentes sumas de dinero para pagar su publicidad en los medios; y tres, inequidad en la contienda. 

La Reforma Constitucional de 2007 implicó en esta materia un salto cuántico, aseguró la presencia de partidos y candidatos en los medios electrónicos sólo a través de los tiempos del Estado. Se pensó, digámoslo así, en una prerrogativa en especie. 

Esa Reforma significó un cambio de fondo en las relaciones entre las fuerzas políticas y los medios al introducir criterios de equidad, ahí en donde se corría el riesgo de que el dinero legal, ilícito, o peor aún, delincuencial se apoderaba de las campañas, desnaturalizando el carácter mismo de los procesos electivos. 

Pero también frenó que el acceso de los partidos políticos a los medios de comunicación se convirtiera en un negocio discrecional sin contrapesos efectivos. 

No fue fácil transitar del viejo Modelo a las nuevas reglas, pero sin duda hemos avanzado en el camino de asegurar la mayor equidad de las campañas electorales, que es el objetivo último de este debate. 

Si traigo a colación estas referencias es para subrayar que detrás de la intensa discusión sobre la materia de este Reglamento, está presente la necesidad de ampliar un derecho, el de usar eficazmente los medios en las campañas, aprovechando las posibilidades creadas por la propia evolución de la industria, de las empresas y del marco regulador.
El Modelo de Acceso a los Medios sólo a través de tiempos de estado y la prohibición a la compra de publicidad a favor o en contra de partidos políticos y candidatos por los propios actores políticos y por terceros, muy controvertido al principio, que fue impugnado y cuestionado incluso ante la Suprema Corte de Justicia, sin éxito por cierto, ha demostrado su viabilidad, funcionalidad y acatamiento. 

En la elección del 2009, las pautas del entonces Instituto Federal Electoral se cumplieron en un 92.4 por ciento y en el Proceso Electoral, en un 97.08 por ciento. Y el año pasado, el cumplimiento superó el 99 por ciento, es decir, sólo de manera excepcional en un porcentaje menor al margen de error estadístico no se cumplen las pautas.

Los materiales de la autoridad, de los partidos políticos y candidatos se ven y se escuchan en todo el territorio en los días y horarios que contempla la Constitución Política y que mandata el Instituto Nacional Electoral. Los concesionarios están cumpliendo y si bien esa es su obligación, nada nos quita reconocérselo en forma expresa. Ojalá en otros campos los particulares cumplieran en más de 99 por ciento con sus obligaciones, ya sean fiscales, tributarias o en cualquier otro ámbito de acatamiento de las leyes. 

Podemos decirlo sin duda, en materia de cumplimiento de las obligaciones de transmitir con cargo a tiempos del Estado los promocionales de los partidos, lo que priva es el imperio de la ley. 

Bien vistas las cosas, la operación del Modelo se ha encargado de desmentir a las posturas extremas, maniqueas a veces, que no han faltado en las discusiones sobre el tema. Ni se avasalló la libertad de expresión de los ciudadanos, tampoco la libertad de mercado en la industria, como se llegó a alertar desde cámaras y micrófonos, ni el Modelo fracasó por la obsecuencia de la autoridad electoral hacia los particulares. 

Parafraseando a Umberto Eco, puede decirse que los hechos demuestran que no tienen ni tuvieron razón los apocalípticos ni los integrados. Por lo mismo, los ciudadanos, vivan en una gran urbe o en el caserío más aislado al que llegue una señal de radio o de televisión, ven y oyen los mensajes de los partidos, sin que éstos paguen un céntimo por esta transmisión. 

Queda mucho por hacer en materia de calidad de los mensajes, pues como han señalado distintos estudiosos críticos de los medios de comunicación, nuestro Modelo, a pesar de eliminar la posibilidad de la compra-venta de espacios en radio y televisión, sigue privilegiando el spot sobre el debate, la mercadotecnia sobre el diagnóstico, el slogan sobre la idea. Eso fue algo que ni el constituyente ni el Legislador corrigieron en la Reforma de este año. Siguieron concibiendo los mensajes de la política como si de meros anuncios publicitarios se tratara. No permitieron distinguir entre democracia y mercado, entre ciudadanos y consumidores, entre alternativas políticas y marcas comerciales. 

Y esa pobre calidad de la Comunicación Política es responsabilidad intransferible de los actores políticos, de partidos y legisladores, no de la autoridad ni de los concesionarios. 

Pero lo que está en la Constitución Política y en la ley se cumple, los mensajes en su formato de spot se pautan y se transmiten puntualmente. Lo que ahora discutimos es cómo asegurar que los derechos de los partidos políticos se sigan ejerciendo y por qué no, expandiendo. 

Un tema controvertido es el del pautado y de las órdenes de transmisión a los concesionarios. El hecho de que la distribución de los tiempos entre partidos se defina por entidad federativa en los procesos electorales locales, no tiene problema ni vuelta de hoja. 

Como en precampañas y campañas el tiempo de los partidos se reparte 30 por ciento igualitario y 70 por ciento proporcional a la última votación al Congreso Local, en todos los concesionarios de la entidad el tiempo que corresponda al partido A, será el mismo. No tendrá el partido más o menos tiempo en un concesionario que en otro, ni en una zona del Estado que en otra. 

Lo que a mí entender está en debate es otra cosa. El contenido de las órdenes de transmisión, que desde mi punto de vista no pueden sin más ser idénticas para todos los concesionarios que operen en una misma entidad federativa, pues hay estados de muy amplia extensión en los que cada concesionario abarca sólo una parte del territorio. 

Si el concesionario X cubre la zona norte, los partidos políticos bien podrían hacer mensajes para los electores de la zona norte y otros mensajes para los que viven en el sur, por ejemplo. 

De igual forma, no tiene caso pulverizar la presencia de los candidatos independientes, dividiendo el 2.7 por ciento de tiempo total que les corresponde en la próxima campaña entre todos los candidatos independientes de la entidad. 

Creo que el Reglamento debe dejar abierta la puerta que los partidos políticos puedan diferenciar sus mensajes al interior de la entidad, ya que los candidatos independientes emitan sus mensajes sólo en las emisoras con cobertura ahí donde compiten. 

En virtud de estas consideraciones, me permito proponer, una modificación a los artículos que mandan el pautado estatal, me refiero al 15, 8 que en vez de decir que las órdenes de transmisión que se elaboren por cada entidad federativa, quitar las órdenes de transmisión que se elaboren, conforme a los criterios señalados en los numerales 4 y 10 del presente artículo. 

El C. Presidente: Gracias Consejero Electoral Ciro Murayama, el Consejero Electoral Marco Antonio Baños desea hacerle una moción. ¿La acepta usted? 

El C. Doctor Ciro Murayama Rendón: Claro. 

El C. Presidente: Consejero Electoral Marco Antonio Baños, por favor. 

El C. Maestro Marco Antonio Baños: Gracias, Consejero Presidente. Uso una de mis mociones porque me parece muy importante la reflexión y los planteamientos que está formulando el Consejero Electoral Ciro Murayama y quisiera solicitarle si él tuviera a bien continuar para conocer íntegramente la propuesta. 

El C. Presidente: Gracias, Consejero Electoral Marco Antonio Baños. Tiene el uso de la palabra el Consejero Electoral Ciro Murayama. 

El C. Doctor Ciro Murayama Rendón: Gracias, Consejero Electoral Marco Antonio Baños, me “echa usted un capote”, como se dice en términos taurinos, porque me comí el tiempo. Gracias. 

El artículo 45, numeral 8 que, dice: “Los mensajes de los partidos políticos, de las autoridades electorales y de los candidatos o candidatas independientes se transmitirán en todas las emisoras que retransmitan su señal dentro de la entidad federativa que estén domiciliadas, cambiar por una redacción que diga los mensajes de los partidos y demás sujetos de derechos, se transmitirán en las emisoras que transmiten o retransmiten señales dentro de una entidad federativa, conforme a las órdenes de transmisión entregadas o puestas a disposición por la autoridad a cada una de ellas. 
Es decir, no es lo mismo para toda la entidad y es a cada una de ellas, con lo cual se puede, cumple la Constitución Política mejor. 
El C. Presidente: Gracias, Consejero Electoral Ciro Murayama. La Consejera Electoral Pamela San Martín, desea hacerle una pregunta, Consejero Electoral Ciro Murayama. ¿La acepta usted? 
El C. Doctor Ciro Murayama Rendón: Sí. 
El C. Presidente: Adelante, Consejera Electoral Pamela San Martín. 
La C. Licenciada Alejandra Pamela San Martín Ríos y Valles: Muchas gracias, Consejero Electoral Ciro Murayama. 
Es una pregunta muy sencilla. Estando de acuerdo que haya una orden de transmisión dirigida a cada una de las emisoras, la pregunta es: ¿Qué pauta transmitiría o qué pauta elaboraríamos? Porque la pauta distribuye los tiempos que corresponden para una contienda electoral y el Reglamento en ningún lugar señala cuál es la pauta que vamos a elaborar o cómo vamos a elaborar la pauta. 
Si la pauta la elaboramos por antena, si la elaboramos por Estado, si la elaboramos por país. 
Me parece que esto tendría que asociarse, ¿por qué? porque lo que usted está diciendo es que puedan transmitir mensajes diferenciados.

En el tema de los candidatos independientes puede haber una emisora que está en un lugar donde hay candidato independiente y, por ende, se tendría que redistribuir el tiempo para darle a ese candidato independiente y otra donde no lo hay, entonces todo el tiempo sería de partidos políticos. Esa sería la pregunta. 
Gracias, Consejero Presidente. 
El C. Presidente: Gracias, Consejera Electoral Pamela San Martín. Para responder, tiene el uso de la palabra el Consejero Electoral Ciro Murayama. 
El C. Doctor Ciro Murayama Rendón: Gracias, Consejero Presidente. 
Como decía en mi intervención, la distribución del tiempo tiene que tomarse con base en un criterio de entidad federativa por lo del 70 por ciento durante las campañas, que se hace en función del resultado electoral; es decir, en un Municipio un partido político no tendrá más tiempo o en un concesionario de una misma entidad, que en el otro. 
Ahora, los partidos políticos, y así los candidatos independientes, se pautarán de antemano, digamos se reservará el espacio, como también contempla el propio Reglamento; y en el caso de que en un concesionario que tenga una cobertura donde no aparezca ningún candidato independiente, yo creo que se podría aplicar el criterio que, eso que sería una fracción menor de una concesión, pueda ir a la autoridad. 
